
  

    Prólogo


    La historia de Cuba, en los dos últimos siglos y poco más, tiene una importante arista vinculada con el fenómeno constitucional, consecuencia de su accidentada y gradual incorporación al ritmo de la modernidad político-jurídica, en la que la articulación de un Estado ordenado formalmente, en su fundamentalidad, desde una Constitución, ha sido esencial.


    Si se mira todo ese tracto constitucional, atrapado en su dimensión estática en la letra de los diversos proyectos constitucionales propuestos y en la de las constituciones aprobadas, se pueden constatar las aspiraciones que ha tenido Cuba como proyecto de país constituido, sociopolítica y jurídicamente hablando. Por otro lado, si se mira la concreción práctica de esa letra, se puede tener una medida clara de lo que se ha logrado en la materialización de esas aspiraciones, pero también sus fallas, insuficiencias, desvíos e incongruencias. Y es que el dilema de Cuba como nación ha estado reflejado, recogido, proyectado, como no puede ser de otra manera, en su marcha constitucional.


    Desde que el constitucionalismo de propia mano apareció en el espectro político y jurídico patrio, con el que se desarrolló bajo los diferentes momentos de las guerras de independencia frente al dominio español, cada tres décadas y algo más, o cada cuatro de ellas (años más o menos), aproximadamente, sin ánimos de establecer un criterio riguroso de tiempo, los cubanos hemos tenido que hacer frente a un nuevo ciclo constitucional, con sus diferencias en relación con el o los precedentes, y marcado por una Carta Magna que señala la piedra angular del nuevo momento que se ha tratado. Superado el siglo xix, ahí están, como evidencia de ello, las constituciones de 1901, 1940, 1976 y 2019, los grandes textos, más no los únicos, de la era de Cuba como Estado constitucional. A lo que se debe sumar el conjunto de leyes que han desarrollado, en la medida que fue o ha sido, los contenidos constitucionales refrendados en ellas, y del que ha dependido, en cierto grado, el despliegue efectivo de la dinámica y la realización constitucionales al amparo de esas disposiciones normativas superiores. 


    Cada una de las constituciones cubanas mencionadas ha llevado, con hechura propia, la pretensión de superar, en lo correspondiente y con cierto grado de radicalidad, el marco sociopolítico y jurídico que le ha antecedido. Una transformación de la fisonomía del Estado y la sociedad, que ha estado amparada en la necesidad de proveer mejorarías, en la ordenación política y jurídica de nuestra vida nacional, en todo sentido, bajo los cánones conceptuales triunfantes en el seno de las fuerzas o fuerza, políticas que han trazado el texto en cuestión.


    De tal suerte, la vida constitucional cubana ha sido muy rica, diversa, evolucionando de una manera que ha estado lejos de ser lineal. En ella ha existido continuidades, pero también saltos de ruptura, a veces de importante escala, donde no han faltado logros, romanticismo, esperanzas, mitología, contradicciones, frustraciones, incongruencias. Eso sí, haciendo irreversible e irrenunciable la idea de articular y condicionar los ejes fundamentales de nuestra existencia y funcionalidad, como comunidad políticamente organizada, bajo las exigencias de una carta político–jurídica suprema, formalizada, que proyecte la garantía de la realización de esa marcha existencial; dejándonos, siempre, el reto de la coherencia, respeto y primacía de sus postulados en su puesta en práctica.


    En este orden de ideas, la constitucionalización del Derecho, como fenómeno y movimiento en ascenso desde la segunda mitad del siglo pasado, ha venido a reforzar la dinámica constitucional, marcando la realización del ordenamiento jurídico, desde una línea más recta y coherente con la fuerza y la supremacía de los postulados, y la fundamentalidad de una Constitución. 


    De esas lecciones, el Derecho y la práctica constitucionales cubanos –a todos los niveles– deben seguir bebiendo, quizás a ritmos más acelerados y contundentes, no solo para colocarse en la mejor línea de correspondencia con ello y asumir todos los provechos que un postulado de ese tipo ha podido significar hasta hoy –al menos teóricamente– en la consolidación –aunque sea formal– del Estado de Derecho, sino para escalar, en esa organización estatal, hacia nuevas y mayores cotas de realización de la condición humana. En especial, si nuestro último constituyente se ocupó de advertir, recodar, mandatar, en la última Constitución alumbrada (la de 2019), de una manera directa, merced a sus artículos 1 y 7, que “Cuba es un Estado socialista de derecho y justicia social” (artículo 1) y “La Constitución es la norma jurídica suprema del Estado. Todos están obligados a cumplirla. Las disposiciones y actos de los órganos del Estado, sus directivos, funcionarios y empleados, así como de las organizaciones, las entidades y los individuos se ajustan a lo que esta dispone” (artículo7). 


     Mandato este último que pudiera parecer superfluo, por enunciar, de ese modo, la esencia normativa de una Constitución; pero, cuya existencia dentro de la letra de esa Lex Superior se debe ver como una necesidad de reafirmación que advierte lo que debe ser y, por estar ahí, recuerda claramente las deudas que arrastramos los cubanos –quizás desde siempre– con la plena materialización de ese postulado, y en lo que debemos trabajar para hacerlo efectivo en todos los planos que implica. 


    ********************


    El más reciente ciclo constitucional en Cuba se abrió con la Constitución de 2019, proclamada el 10 de abril de ese año. Este texto señala el tercero de los momentos constitucionales, bajo los auspicios de la Revolución triunfante en 1959 (los dos anteriores estuvieron significados, en sus casos, por la Ley Fundamental de 1959 y la Constitución socialista de 1976); y se enmarca dentro de la orientación del constitucionalismo revolucionario y el constitucionalismo socialista cubanos.


    Tanto el proceso de elaboración y discusión de la Constitución de 2019, como su entrada en vigor, generaron grandes expectativas, en razón de los contenidos y del reacomodo –tanto formal, como material– de los resortes fundamentales que todo magno texto de un país puede desplegar en sus órdenes social, político, económico, institucional y jurídico. Junto a ello, también ha estado la aspiración de que esa Constitución naciera con la vocación de operar, y que operara, ciertamente, como lo que es: como la disposición normativa superior dentro del ordenamiento positivo, con las necesarias garantías al respecto, cediendo así a la experiencia de su antecesora, la de 1976, que se mantuvo durante toda su vigencia con una normatividad atenuada.


    Con la Constitución de 2019, el Estado socialista cubano ha entrado en una nueva fase, al menos en lo jurídico, concebido en ella como “Estado socialista de derecho y justicia social” (artículo 1) y con un conjunto de variables que, al menos en el plano formal, señalan su realización y confirmación dentro del modelo socialista. 


    Tanto en razón de sus contenidos, como en la experiencia de estos seis años de vigencia, el texto constitucional de 2019 evidencia continuidades y novedades, consagrando una dinámica estatal más compleja y complejizada, todo eso en relación con el orden constitucional que le precedió. 


    Repasando el panorama existente, se puede advertir que la Constitución de 2019 es el hecho jurídico (normativo) más relevante del país, en este primer cuarto del siglo xxi. El que ha impulsado, además, una importante labor legislativa, para dar desarrollo y complemento, en ese grado normativo, merced de los propios mandatos de la Lex Superior, a los contenidos constitucionales; así como para articular la necesidad de ajustar las regulaciones normativas de valor infraconstitucional al nuevo marco jurídico fundamental. Ese movimiento de reforma normativa, principalmente encarado a nivel de leyes y decretos leyes, se extiende por seis años y debe seguir su curso en los siguientes años. Y hasta el momento ha significado, además, la dinamización y la complejización del marco constitucional patrio, aun cuando ese esfuerzo normativo se presenta todavía como inconcluso por los contenidos de la Carta Magna que quedan por dotarse de las leyes de desarrollo.


    Dándole cuerpo a estas líneas, se ha conocido que en el último período ordinario de sesiones de la Asamblea Nacional del Poder Popular (julio de 2025), se presentó y aprobó una ley para reformar, básicamente, el artículo 127 de la vigente Constitución, con el objetivo de eliminar el requisito de tener hasta sesenta años de edad, para ser elegido como Presidente de la República en un primer período, que refrendaba el párrafo segundo de ese artículo. Es la primera modificación que conoce el texto constitucional en cuestión. Una modificación puntual, con ribetes esencialmente políticos, sin dejar de reconocer la significación jurídica, que no por razonable, sobre todo a la vista de la historia y el panorama políticos de Cuba y de las exigencias jurídicas que pueden ser más coherentes con nuestro marco político-institucional, ha dejado de ser llamativa. 


    Todo lo anterior, permite ver que la Constitución de 2019 ha ido trascendiendo la fase de novedad normativa y jurídica, para consolidarse en la de realidad operante, en la que se encierra, formalmente, el orden político-jurídico fundamental determinante de nuestra sociedad actual. De ahí que el conocimiento y la aprehensión de sus contenidos, para establecer e impulsar una práctica en línea recta con la realización de sus mandatos, no debe quedar solo como un ejercicio intelectual, sino como una proyección consciente y activa de nuestra condición ciudadana. 


    ********************


    No hay que olvidar que el interés por estudiar o analizar un texto constitucional, está en los orígenes de la literatura de Derecho Constitucional y hasta del Derecho Público, de factura cubana que, curiosamente, integra el movimiento pionero al respecto en toda la Iberoamérica. Ahí, como piedra de referencia, se erigen, venerablemente, las tempranas Observaciones sobre la constitución política de la monarquía española (1821) de nuestro Félix Varela y Morales, en torno a la Constitución gaditana de 1812.1 Libro que señala el arranque más visible y orgánico, en letra impresa, del pensamiento constitucional patrio, quedando como rara avis de su tipo a todo lo largo del convulso siglo xix criollo, en tanto centuria poco propicia –por lo que se vivió y se resolvió en él para los destinos de la nación–, para pensar reposadamente en lo trazado en tinta constitucional por los cubanos; tinta que, por demás, en ese tiempo llevó, mayormente, las aspiraciones de libertad de un pueblo y la sangre de la lucha por la independencia nacional, y cuyas grandes expresiones quedaron dentro de ese movimiento –con sus logros e incertidumbres– que fue el denominado “constitucionalismo mambí”.


    Desde que el país, esta vez constituido en Estado propio, comenzó efectivamente el sendero constitucional, en los albores del siglo xx, los principales textos jurídicos que han salido de ese empeño han estado acompañados, en mayor o menor medida, por estudios y comentarios que han hecho parte esencial de la literatura nacional en sede de Derecho Constitucional. Son obras de diversa envergadura y alcance en su interés de estudiar la correspondiente Constitución; alguna salida de la experiencia directa de su autor, como parte del órgano constituyente, y ha respondido al momento particular de desarrollo en que se ha encontrado la ciencia constitucionalista criolla. 


    Con el progreso del siglo pasado, en la medida que avanzaba en intensidad y amplitud la vida constitucional de la nación cubana, y se consolidaban –con todas sus luces y sombras– las experiencias sociopolíticas y jurídicas bajo el sino de una Constitución, los estudios constitucionales fueron ganando fuerza y amplitud; especialmente importante en ello fue el período que se extendió entre la década de los veinte y el año 1960. Por lo que, a la riqueza y complejidad de la vida constitucional patria hay que agregarle un patrimonio bibliográfico que se ha construido como consecuencia de esa vida, que ni debe ser olvidado, ni debe ser desdeñado en ningún aspecto, sino que, aun cuando se ha estado en condiciones de dotar de mucho más caudal y sustancia a ese patrimonio, se debe tener bien presente, si no se quiere pecar de llevar como imperfecto todo fresco analítico y científico que se desee componer a propósito de esa vida constitucional, en toda su magnitud o en alguno de los períodos que abarca.


    Como ilustración de lo anterior, en tanto comentarios, explicaciones o estudios de todo el texto constitucional o en su perspectiva general, se pueden mencionar varias obras que responden a momentos diferentes:2 en relación con la Constitución de 1901, las de José Clemente Vivanco, Ángel Ugarte y Antonio Bravo Correoso;3 sobre la Constitución de 1940, las de Gustavo Gutiérrez y Sánchez, Enrique Hernández Corujo, Carlos M. Piedra y Piedra, Emilio Menéndez y Menéndez, Juan José E. Casasús, Fernando Álvarez Tabío, Marcos Ortega y Díaz, y Andrés M. Lazcano y Mazón;4 a propósito de la Constitución de 1976, básicamente, las de Hugo Azcuy, Fernando Álvarez Tabío y Juan Vega Vega;5 sobre la del texto constitucional de 1976, ya con la reforma de 1992, la de Vega Vega;6 y cercana en el tiempo, en relación con la Constitución de 2019, la de Carlos Manuel Villabella Armengol.7


    La casi totalidad de esos textos, han tenido la particularidad de ser obra de un autor. Por lo que los ejercicios de comentario a las constituciones que se atesoran en la literatura jurídica de Cuba son, esencialmente, resultado unitario y conceptual individual; muy excepcional ha sido un esfuerzo plural en ese orden.8


    Este libro, al que sirven estas líneas de prólogo, se integra dentro de la tradición bibliográfica cubana como el recién llegado –en consecuencia, la novedad editorial– entre los que han tenido como objeto y finalidad el estudio y comentario de un texto constitucional vigente, en este caso, la Constitución de 2019. Por lo tanto, es una nueva aportación en ese camino trazado, entrando a formar parte de ese grupo que, por no muy poblado en su integración, se presenta también como selecto. Sin embargo, tiene una peculiaridad que lo hace único dentro de todo ese panorama: la de ser un libro compuesto bajo una misma pretensión, pero a muchas manos; un trabajo de un amplio grupo de autores, cuya perspectiva individual no responde a una visión unitaria del fenómeno en estudio, sino diversa, plural, sometida a sistematización sin perder ese norte. Por tal motivo, es el más ecuménico y diverso de los ejercicios de ese corte, que se ha afrontado hasta hoy, en el que se revela la magnitud del esfuerzo, pero, además, el acierto de su proyección. 


    ********************


    La Constitución cubana de 2019. Estudios y comentarios, es una obra de manera conjunta que se presenta capitaneada por el profesor Dr. C. Carlos Manuel Villabella Armengol, su impulsor e inspirador. Villabella Armengol es un académico bien conocido por estudiantes, profesores, profesionales y público del Derecho en nuestro país. Camagüeyano de origen y anclaje. Licenciado en Derecho (1984), Especialista en Derecho Constitucional y Ciencia Política (Centro de Estudios Constitucionales de Madrid, 1996), Doctor en Ciencias Jurídicas (Universidad de La Habana, 1998) y Profesor Titular de la Universidad de Camagüey. Es también miembro de número de la Sociedad Cubana de Derecho Constitucional y Administrativo (SCDCyAd) de la Unión Nacional de Juristas de Cuba (UNJC); de cuya directiva nacional forma parte. 


    Con una acreditada hoja académica y una de las más destacadas producciones científicas en el ámbito del Derecho Constitucional de la Mayor de las Antillas, en los últimos treinta años, el Dr. C. Carlos Manuel Villabella Armengol se ha erigido, desde hace lustros, en una de las voces más visibles, inquietas, fértiles y autorizadas del pensamiento constitucionalista nacional; y a cuya pluma (u ordenador, llevando la expresión del medio a la contemporaneidad), ya en solitario o en codirección, se deben significar obras que conforman parte esencial del panorama del Derecho Constitucional patrio de las últimas décadas (y de toda su historia), v. gr.: Historia constitucional y poder político en Cuba (2008); Las formas de gobierno en el mundo. Un estudio desde el Derecho Constitucional comparado de Europa, América Latina y el Caribe (2008); El Amparo en Latinoamérica (2012); Derecho Civil Constitucional (2014); Nuevo Constitucionalismo Latinoamericano ¿Un nuevo paradigma? (2014); Derecho Familiar Constitucional (2016); Estudios de Derecho Constitucional (2020); Claves para la interpretación cubana de 2019 (2021); El semblante de la nación. Dos siglos de constitucionalismo cubano (2021); Diccionario de Derecho Constitucional latinoamericano (2024).


    Con su habitual laboriosidad y empeño en estas empresas bibliográficas, el profesor Villabella logró reunir poco más de una treintena de autores para la conformación de este libro; lo que, mirando la cifra fríamente, es también muy meritorio, en tanto representa el mayor esfuerzo, en número de autores, que se ha tenido para una obra en los marcos de la bibliografía del Derecho Constitucional de Cuba, en toda su historia. Es cierto que la cifra (y no solo en términos de números) de los que escribieron para este libro pudo ser mayor; lo he advertido por las conversaciones con el director de la obra, y se echa en falta en estas páginas alguna que otra voz entre las que han venido animando la enseñanza y el debate en el constitucionalismo nacional más actual. Pero nada de ello es, en buena lid, achacable al trabajo de su inspirador; ni por eso desmerece el resultado que se muestra, incluso, más policromático y con un alcance de pluralidad más extendido en las ideas y los enfoques de lo que se pudiera avizorar de lo anterior. 


    El espectro de autores que aportaron su colaboración directa para la concreción de este material es abarcador y con alcance espacial extendido, en términos de procedencia geográfica y desempeño profesional actual. Por lo que hay una muy buena representación académica del país, lo que adereza de manera muy oportuna y particular la composición de la obra. Es necesario advertir que todos los autores son profesores, en ejercicio, de Derecho en varias universidades cubanas [La Habana, Oriente (Santiago de Cuba), Camagüey, Pinar del Río, Artemisa, Holguín y Las Tunas]. Lo cual permite que estás páginas sean, además, expresión del pensamiento que, a nivel universitario, se proyecta en la enseñanza y la investigación jurídicas, en esos centros; y, puesto en sumatoria, nos aproximen fielmente a lo que sucede a nivel de país en esos predios. 


    Cuando se revisa el índice, salta a la vista la diversa especialización de sus autores dentro del universo del Derecho cubano. Hay nombres que constituyen referencias imprescindibles en las áreas del conocimiento jurídico, en las que se han consagrado con trayectoria y marcada presencia científica desde hace décadas. Otros, tienen sangre joven aún, pero con proyecciones cada vez más consolidadas dentro de la Ciencia jurídica de este enclave caribeño. Todos los autores tienen acreditada solvencia científica y profesional, lo que, sin duda, eleva las expectativas de este libro y augura una lectura de provecho. 


    Para escribir La Constitución cubana de 2019. Estudios y comentarios, su director no se limitó a convocar a constitucionalistas, sino que “abrió la paleta de colores” de manera resuelta; lo que le debe ser encomiado. De ahí que aquí figuran como autores especialistas provenientes, tanto del campo del iuspublicismo como del iusprivatismo. Hay constitucionalistas, sí, pero también hay escritos y, en buena dosis, firmados por administrativistas, procesalistas, civilistas, familistas, laboralistas, penalistas, filósofos, por quien enseña Derecho Económico, Historia del Derecho o Derecho Romano, en alguna de las universidades mencionadas. Por otra parte, todos esos profesores traen consigo a estas páginas, como importante valor añadido, sus años de experiencia en el ejercicio del Derecho, desde diferentes aristas profesionales; lo que aporta otro elemento de interés en los que suscriben los trabajos aquí recogidos y en el resultado que ha quedado forjado. Así, a la par de la condición de docentes, en estas líneas se plasman estudios provenientes de jueces, fiscales, abogados, notarios, árbitros, mediadores, asesores jurídi-cos o de los que se desempeñan en otras esferas de la función pública.  


    Por lo tanto, este texto contiene estudios y comentarios sobre la vigente Constitución cubana, sobre Derecho Constitucional cubano, pero no se debe solo a constitucionalistas, ni se apoya en ese último prisma jurídico como norte de conocimiento jurídico; sino que convoca –acertadamente– otras visiones científicas de valor e interés, para converger y construir una mirada analítica, escudriñadora, interpretativa y comprensiva, de la Constitución de 2019, como disposición suprema que ordena y contiene las bases normativas fundamentales en Cuba.


    He ahí otro punto de acierto en esta pieza bibliográfica coordinada por el profesor Carlos Manuel Villabella Armengol, pues qué mejor modo de componer un libro, que es ya uno de los primeros ejercicios de envergadura (si no el de mayor envergadura hasta ahora) sobre ese texto constitucional de 2019, que ha abierto las puertas a, y marca, la constitucionalización del Derecho en Cuba, que no sea desde la diversidad gnoseológica de ese universo jurídico que “queda tocado” sustancialmente por ese influjo constitucionalizador.


    Desde ya, aun dando los primeros pasos como obra impresa, y sin haber comenzado su circulación extendida dentro del panorama del conocimiento jurídico nacional, se puede decir que La Constitución cubana de 2019. Estudios y comentarios tiene la vocación de constituirse en una pieza bibliográfica clave, ineludible, del constitucionalismo cubano actual, pero también del panorama histórico de esa ciencia en suelo patrio; así como en uno de los más interesantes ejercicios (si no el más interesante hasta ahora) para acercarse –de modo conjunto– a la Lex Superior de 2019 y sus primeros seis años, y pocos meses más de vigencia. 


    Creo que puedo unirme, con el llamado en estas líneas, a la voluntad y el objetivo del director de este libro, y de todos sus autores, a que sea leído por todos los que puedan acceder a sus páginas, de una u otra forma. Aquí se encontrarán ideas sugestivas, análisis llamativos, serios, de rigor, donde se podrán acompañar conclusiones y enfoques, pero también discrepar (espero que así sea) de ellos; todo con el fin de ganar más en conocimiento y empujar, desde el propio saber del Derecho, la necesaria realización y el perfeccionamiento del ordenamiento jurídico cubano, en línea recta con los valores, principios y reglas contenidos en el texto constitucional de 2019.


    Detrás de esta obra colectiva, creo que se puede ver así, pues apuntala su valor más allá del hecho editorial y académico, hay un llamado a leer la Constitución de 2019, estudiarla, conocerla; escuchar las opiniones de especialistas; estar al tanto de otros puntos de vistas sobre ella, más allá de los que provienen de habituales en el ambiente sociopolítico y académico; reparar en sus aciertos y preocuparse (y ocuparse) en consolidarlos; no dejar de advertir los claro-oscuros que hay en su articulado; pensar en lo que se pudo hacer mejor de cara a un futuro que –a fuerza de las experiencias y la esencia misma de un fenómeno como lo es una Constitución– ha de llegar en algún momento, no importa cuán alejado en el tiempo se pueda presentar; aprehender sus contenido para exigir, defender, propiciar, garantizar, desde todos los resortes posibles, una recta aplicación y realización de esta, como expectativa y realidad de clave de vida de un Estado de Derecho.


    Con el avance de su vigencia en el tiempo, el texto constitucional de 2019 no es ya una novedad dentro del panorama normativo de Cuba. Por lo que toca ya superar la percepción de inicio a propósito de él, y enfocarse en su eficacia “norma jurídica suprema del Estado” dentro del tráfico del Derecho nacional, pues hay mucha tela por donde cortar con motivo de la materialización y la garantía de la efectividad de sus mandatos.


    ********************


    Constitución cubana de 2019. Estudios y comentarios es un libro que sirve, y muy bien, .al análisis y comprensión de la Constitución cubana vigente, en conexión con la teoría constitucional y la historia nacional. De ahí que, espero, y estoy seguro, resultará de mucha utilidad en la formación de los estudiantes de la carrera de Derecho a lo largo y ancho del país, así como a los estudiosos y profesionales del sector jurídico atentos a los análisis que encierra; además, al público general interesado en estas temáticas. 


    No quiero cerrar este espacio, sin agradecer la deferencia del profesor Villabella Armengol por invitarme a escribir estas líneas preliminares, como forma de no perderme la oportunidad de figurar en este libro, pues por razones objetivas no pude participar de otra manera en él. Le expreso mi agradecimiento por ello y espero haber utilizado la oportunidad de manera adecuada.


    Por lo demás, solo me queda reiterar la invitación a la lectura de esta obra, no solo como ejercicio intelectual provechoso, ni como una manera de no dejar pasar la novedad bibliográfica que representa, sino como posibilidad cierta de apreciar y pensar, desde ese lado y perspectiva, en lo que toca, la marcha constitucional de Cuba que, es algo a lo que ninguno cubano debe, ni puede, permanecer ajeno, ni impasible. 


    Dr. C. Andry Matilla Correa


     Profesor Titular de Derecho Administrativo


    Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de La Habana


    Académico Titular de la Academia de Ciencias de Cuba


    La Habana, 2025
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    Capítulo II. Relaciones internacionales 


    La constitucionalización de las relaciones internacionales (artículos 16 y 17) 


    Tanieris Diéguez La O


    La evolución de la sociedad internacional –escenario en el cual se construyen y ejecutan las interacciones entre los diferentes actores internacionales– ha derivado en la evolución de las relaciones que se establecen en su interior. Si bien, como afirman estudiosos del tema, “[…] es innegable que el sistema internacional contemporáneo se desenvuelve en la actualidad en un contexto globalizado, en el cual el estatocentrismo ha perdido vigencia”,225 sería un error no reconocer que el Estado continúa desempeñando el papel principal en las relaciones internacionales, aun cuando, lógicamente, se han sumado otros actores internacionales de alta incidencia, como organizaciones intergubernamentales, no gubernamentales, además de otras fuerzas que conforman el panorama internacional actual e influyen en la configuración del ordenamiento jurídico internacional.


    Más allá de las consideraciones divergentes que pudieran existir en la antológica discusión teórico-doctrinal sobre el papel del Estado en la sociedad internacional, se entiende por casi la universalidad de los académicos, que las relaciones internacionales no pueden, hasta el momento, prescindir de su participación, tanto como sujeto, como en el papel de destinario de las principales normas jurídicas que regulan el funcionamiento de esa sociedad internacional, en la cual se encuentra insertado. 


    Empero, esa visión tiene una arista que implica completar la dinámica estructural y funcional de las relaciones que se establecen, en particular en la articulación del ordenamiento jurídico internacional y los ordenamientos jurídicos internos de los Estados. 


    El ordenamiento jurídico internacional está vinculado en su aplicación, con las consecuencias de su violación y los mecanismos para garantizar su puesta en práctica por los sujetos internacionales, en particular el Estado; pero también, se requiere que el Estado, como sujeto, estructure de manera coherente su actuación hacia la sociedad internacional, regida por el ordenamiento jurídico internacional, en forma de normas jurídicas –por lo general expresado en el texto constitucional–, que establezcan de manera clara sus prioridades, principios y modos de expresión de la voluntad soberana. 


    Sobre la premisa de ese vínculo, es que se ha considerado la existencia de dos importantes fenómenos: el primero de ellos, por su aparición histórica, sería la internacionalización del Derecho Constitucional –a partir de constituciones que marcaron pautas para el surgimiento de grandes instrumentos internacionales–, y el segundo es la constitucionalización del Derecho Internacional.


    Constituye un imperativo, entonces, en la realidad contemporánea, que los textos constitucionales incluyan, entre otras, disposiciones que articulen las pautas de actuación del Estado ante determinadas situaciones que tienen lugar en el contexto internacional y en particular, en la dinámica de las relaciones internacionales con otros actores y que requieren una armonía no solo con el resto de las normas internacionales, sino con sus propias normas internas, particularmente con sus tradiciones jurídicas y políticas esenciales. 


    Es así que la actuación internacional del Estado adquiere relevancia, tanto en el ámbito externo como interno, toda vez que genera dinámicas institucionales y funcionales que requieren conciliación con el ordenamiento jurídico, en particular con el texto constitucional, como asidero fundamental. 


    Es imposible desconocer entonces que, si la Constitución es el centro en torno al cual se construye la unidad del ordenamiento jurídico-político, así como el fundamento de validez del resto de las normas jurídicas dictadas por el Estado, no lo sea también de la actuación estatal en el ámbito internacional y en consecuencia, de la asunción de compromisos internacionales, como expresión de voluntad soberana en el Derecho nacional,226 lo cual tiene su máxima expresión en la constitucionalización de su política exterior. 


    Sobre el concepto de política exterior se ha discutido con amplitud en los estudios de relaciones internacionales y desde la dimensión del Derecho. Son especialmente interesantes las definiciones de González Gómez que la entendió como “La actividad de un Estado en sus relaciones con otros Estados, en el plano internacional, buscando la realización de los objetivos exteriores que determinan los intereses de la clase dominante en un momento o período determinado”,227 y la del profesor Almodóvar que la identificó como “una función de la política interior, pero que actúa en un medio distinto”.228


    Sin embargo, para que la política exterior –entendida como esa función de la política interna en el medio exterior y como la actividad del Estado en el ámbito internacional, en su más amplio sentido– sea realizada de manera coherente por los que ejecutan la acción exterior del Estado, requiere de normas que no solo garanticen su cumplimiento, sino que establezcan las pautas y los límites a su ejercicio. A juzgar por la trascendencia de la política exterior para los fines del Estado, no puede ser, sino el Derecho Constitucional, el que fije esas pautas y establezca esos límites.


    A modo de ejemplo y sin pretensión alguna de obtener una lista acabada, puesto que no es el propósito de este trabajo, varios países latinoamericanos han destinado artículos o capítulos de sus constituciones para refrendar principios de su política exterior, otorgándole rango constitucional a aspectos imprescindibles de su actuación en el ámbito internacional, bien marcando las pautas en que actuarían en un determinado supuesto o bien estableciendo los límites de actuación del Estado. En ese caso, se puede mencionar la Constitución Política de la República del Ecuador, que dedicó el título VIII a las Relaciones Internacionales, estableciendo los principios de actuación en el capítulo primero. También, la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, en sus artículos 33 y 89, estableció determinados principios de actuación para casos concretos en el ámbito de las relaciones exteriores; la Constitución de la República de Colombia, que también dedicó el capítulo VIII del título VII a establecer las pautas de actuación en las relaciones internacionales. 


    Se puede interpretar del estado de cosas, que se asiste a lo que Guastini ha denominado, como la constitucionalización del Derecho: 


    […] un proceso de transformación de un ordenamiento [jurídico] al término del cual el ordenamiento en cuestión resulta totalmente “impregnado” por las normas constitucionales. La consecuencia natural de ese proceso es “una Constitución extremadamente invasora, entrometida, capaz de condicionar tanto la legislación como la jurisprudencia y el estilo doctrinal, la acción de los actores políticos, así como las relaciones sociales”.229


    Este fenómeno produce un ensanchamiento del Derecho Constitucional que responde a transformaciones profundas en las dinámicas económicas, políticas, sociales y culturales del Estado en cuestión, que hacen posible en la actualidad, identificar en muchas cartas constitucionales contemporáneas; por ejemplo, una “Constitución económica”, conformada por los principios, valores y reglas fundamentales que organizan el proceso económico, de conformidad con el orden político y social reconocido en la Constitución,230 y también se pueden identificar en algunos textos una “Constitución internacional” y una “Constitución exterior”, claramente definidas, distintas pero interconectadas, y con implicaciones cada vez más profundas en la manera que el Derecho Internacional penetra el Derecho Interno y en la forma en que los Estados practican su política exterior.231


    Una parte de la doctrina ha entendido por “Constitución internacional” el agregado de disposiciones constitucionales, cuyo pleno sentido solo se encuentra en el Derecho Internacional público o se deriva de él. Por esa vía, el Derecho Internacional es recibido en el Derecho Interno por medio de la remisión que a ese ordenamiento hace (explícita o implícitamente) la propia Constitución, en algunos casos incluso sin que sea necesaria la intermediación de un tratado internacional (ni, por lo tanto, del procedimiento correspondiente de incorporación al orden jurídico interno al que estos instrumentos usualmente se someten). Como lo ha señalado Cleveland,232 la “Constitución internacional” está conformada por referencias directas a normas de Derecho Internacional, por provisiones fundadas en conceptos definidos por el Derecho Internacional, y –naturalmente– por el desarrollo y el alcance que el juez (o el operador) constitucional concede a unas y otras al resolver cuestiones concretas.


    Asimismo, se ha definido que, si bien la “Constitución exterior” está ciertamente relacionada con la “Constitución internacional”, es distinta de ella. En efecto, la “Constitución exterior” está compuesta por un sistema de normas constitucionales, unas de carácter dogmático y otras de carácter orgánico, que por un lado tienen la pretensión de orientar y condicionar axiológica y teleológicamente la acción del Estado en la escena internacional; y por el otro, establecen reglas de procedimiento, distribuyen competencias y legitiman la intervención de diversos órganos o sujetos en el proceso de definición, implementación, ejecución e incluso control y rendición de cuentas de la política exterior.


    El constitucionalismo cubano no ha estado ajeno a incluir los elementos fundamentales de la actuación del Estado cubano en el ámbito internacional en los textos constitucionales. Tanto la Constitución de 1976, como sus predecesoras, incluyeron elementos que condicionaron axiológica y teleológicamente la política exterior del Estado cubano.


    En este aspecto, la Constitución de 2019 marcó una pauta de integración mucho más avanzada y coherente con la historia, y la tradición jurídica nacional. En una reflexión sobre este particular, Pino Canales expresa con acierto que “La recién promulgada Constitución dedicó, dentro del título I ‘Fundamentos Políticos’, el capítulo II a las Relaciones Internacionales. Resultó acertado agrupar en un acápite un grupo de instituciones relacionadas con la proyección internacional del Estado y su función en la sociedad internacional”.233


    Sin embargo, sería conveniente en un futuro ampliar el alcance de la denominación de ese capítulo II del título I, incluyendo otros términos que redundarían en beneficio para el alcance, la sistemática y la tradición constitucional; como también explica la profesora “[…] pudo haber incluido al Derecho Internacional y, sobre todo, a la política exterior, para estar a tono con todas las instituciones reguladas en el artículo 16”.234


    Lo anterior, no es óbice para reconocer la importancia de que la Constitución de 2019 haya incluido y en consecuencia elevado a rango constitucional los fundamentos de la política exterior cubana, por dos razones fundamentales: primero porque estos fundamentos no pueden encontrarse –como ya se ha afirmado– sino íntimamente vinculados con nuestra historia y tradiciones jurídicas; y segundo, porque dotan de mayor seguridad jurídica, tanto a ciudadanos como a otros actores internacionales que interactúan con el Estado cubano en el ámbito internacional.


    […] esa tradición fue la que llevó al constituyente a sistematizar en el nuevo texto los postulados sobre la materia, incluidos en la Constitución de 1976, y a enriquecerlos con elementos actuales de política interna e internacional. De esta manera, el cuerpo constitucional está en concordancia con la práctica moderna de delimitación –en términos jurídicos y políticos– de pautas que guían la acción exterior del Estado […] en función de los intereses del pueblo, como expresa el encabezado del ya mencionado artículo 16. Desde el inciso a) hasta el o) puede observarse la delimitación de los objetivos de la política exterior cubana, de conjunto con el reconocimiento de reglas de conducta derivadas del ordenamiento jurídico internacional, aplicable a la actuación patria.235


    En este contexto, es preciso recordar que los objetivos esenciales de la política exterior cubana se han proyectado a partir de una coyuntura internacional dada y de las prioridades internas, así como, también, tomando en consideración los elementos endógenos y exógenos que particularizan el caso cubano.236 En lo que a estos objetivos de la política exterior cubana respecta y su coherencia con el texto constitucional, se debe indicar que con solo un acercamiento somero a los principales trabajos que han abordado su identificación237 se puede concluir que estos mantienen no solo coherencia, sino su asidero fundamental en los textos constitucionales cubanos, en particular en el de 2019.


    El artículo 16 del magno texto ha sido objeto de diferentes análisis, tanto desde la dimensión técnico-jurídica, como desde la mirada de las relaciones internacionales. Ya se mencionó que constituye una aproximación mucho más coherente e integrada de los principios de actuación del Estado cubano en el ámbito internacional. Incluye, entre otros, valores, principios generales y diferentes instituciones del Derecho Internacional que, en varios casos, trascienden el espacio propio del artículo y se manifiestan de manera transversal en el texto constitucional.  


    Por eso, un análisis de este y de cada una de las instituciones a las que se refiere, no se puede hacer solo desde su contenido de manera aislada, sino en estrecha vinculación con el desarrollo de estas instituciones en otros artículos del texto constitucional, que aportan la debida coherencia y organicidad, al tiempo que, como explica la profesora Prieto Valdés, modelan la aplicabilidad de las normativas y contribuyen a la seguridad jurídica.238


    Para algunos estudiosos del tema, resultó llamativa la forma en que se configuró el inciso c), relacionado con los llamados “principios estructurales del Derecho Internacional Público (DIP)” y han señalado que, solo se incluyó “Derecho Internacional”, así como “la selectividad” en la inserción de los mencionados principios, sugiriendo –en todo su derecho académico de hacerlo– que se debió optar por el legislador, por una fórmula de remisión a la Carta de las Naciones Unidas. La remisión existe de manera expresa y suficiente en el inciso c) “los demás principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas”, lo que excluye cualquier indicio de selectividad en la aplicación de los principios del Derecho Internacional; y es que, en rigor, en el DIP –elemento en el que se coincide con las autoras mencionadas– no quedan establecidas jerarquía y niveles entre los principios, ni desde el punto de vista doctrinal, ni práctico, ni jurisprudencial.


    Sobre el asunto de la selectividad y la fórmula de remisión a los instrumentos internacionales, el artículo 16 no se puede analizar de manera independiente en cada uno de sus incisos. Existe un eje que transversaliza con toda intención el legislador, para refrendar la actuación del Estado cubano en el ámbito internacional con apego al Derecho Internacional y en función de los intereses del soberano. Por ello se coincide con la afirmación de que “se ha aceptado expresamente al ordenamiento jurídico internacional –de naturaleza convencional y consuetudinario– como la base de toda actuación en el orden internacional del Estado y el Gobierno cubano”.239


    Otro elemento que se debe analizar sobre el artículo 16, inciso c), son “las incorporaciones de contenido a dos principios mencionados expresamente, diferentes a los emanados del ordenamiento internacional; a saber, el beneficio e interés mutuo y equitativo, en el caso de la cooperación internacional, y las bases para el arreglo pacífico de controversias”.240 


    Si bien se entiende que la intención del legislador fue explicitar la forma y los propósitos con los que se llevaría a cabo la actuación del Estado cubano, lo cual desde el punto de vista constitucional redundaría en positivo, pues establece de manera directa los límites de actuación, desde la visión del Derecho Internacional se podrían observar, en cierta medida, como una incongruencia técnica, con algunos instrumentos internacionales. 


    La opinión de Pino Canales al respecto es la sguiente:


    En ambos casos, traen causa de la Constitución de 1976, y por tanto se arrastran al nuevo texto incongruencias técnicas […]. En este caso, si la referencia a la Carta Magna no era suficiente –por la importancia de la materia y las obligaciones que se derivan para la República de Cuba– al menos su incorporación en el artículo debió estar ajustada a los instrumentos internacionales que lo desarrollan, y haber dejado para otro inciso la forma en que el Estado cubano promovería su actuación, a tono con esos principios.241


    Existe, además, en el mencionado artículo, referencia a los principios de protección de los derechos humanos y la no intervención. Ambos principios contienen suficiente asidero doctrinal, tanto desde el punto de vista constitucional, como del Derecho Internacional. Algunos autores consideran que estos “encuentran en los incisos g y h, respectivamente, un asidero, más de política exterior que de DIP, cuando en el plano jurídico se trata de principios que forman parte de normas de ius cogens, de cumplimiento obligatorio, que imponen límites a la actuación de los Estados”.242 Sin embargo, es necesario señalar varios elementos con respecto a cada uno. 


    En el caso de la protección de los derechos humanos, se considera que tienen en esta parte de la dogmática constitucional, carácter enunciativo, con el fin de destacar y refrendar constitucionalmente la actuación del Estado cubano ante la obligación que le impone, tanto la norma de ius cogens, como los tratados internacionales en la materia de los que es parte, pero no se puede comprender en toda su extensión esta enunciación, evaluando el inciso h) de manera aislada, sino en su relación intrínseca con los artículos 40 y 41, la noción trasversal de la dignidad humana y la del ejercicio irrenunciable, imprescriptible, indivisible, universal e interdependiente de todos los derechos humanos, así como el tratamiento general que se le da a lo largo del texto constitucional, en el contenido sustantivo de los títulos II, III, IV y V. 


    Sobre el principio de la no intervención es dable destacar que, por la importancia que reviste para la actuación del Estado en el ámbito internacional, fue acertado incluirlo de manera independiente en un inciso. 


    Eso refuerza la posición de voluntad del Estado cubano de incorporar los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas, en particular el deber de abstenerse de realizar actos injerencistas. Si bien algunos consideran que la presentación de la fórmula “condena” no resulta del todo aceptable, es justo indicar que el constitucionalismo moderno ha utilizado esta formulación con regularidad, sin que ello signifique o se entienda referido exclusivamente a la actuación de terceros. 


    En todo caso, el vocablo “condena” lleva implícito, también, una actuación propia y para sí del acto condenado. A ello se le suma, la mención directa en el inciso b) del artículo 16 de “su aspiración de paz digna, verdadera y válida para todos los Estados, asentada en el respeto a la independencia y soberanía de los pueblos […] para asegurar la convivencia pacífica entre las naciones”. De manera que se vuelve sobre la dialéctica e interrelación de los preceptos del texto constitucional y la necesidad de su análisis trasversal. Por ende, los bienes jurídicos protegidos –entiéndase la paz, la seguridad internacional y la soberanía de otros estados– por esta norma de ius cogens, que constituye el principio de no intervención, quedan salvaguardados en el ámbito de actuación del Estado cubano ante una situación internacional que amerite invocar el mencionado inciso. En este extremo, es dable recordar al profesor Álvarez Tabío cuando argumenta: 


    Del principio de Derecho Internacional que establece en términos categóricos el reconocimiento recíproco de la independencia e igualdad de los Estados pertenecientes a la comunidad internacional, se deriva la obligación para cada Estado de tener en cuenta, en su propia legislación, la legislación de los demás. Cada Estado se halla en la necesidad de formular una serie de principios que determinen el ámbito de aplicación extraterritorial de sus leyes y resuelvan los conflictos creados por su concurrencia o contacto.243


    Para un análisis integral del artículo 16, en lo relacionado con los principios del DIP, es menester mencionar que, hubiera sido positivo la inclusión expresa de la Buena Fe que, como acertadamente señala Pino Canales, quedó fuera del inciso c) y tampoco tiene referencias en materia de relaciones internacionales y política exterior en la Constitución. 


    Ese principio, se entiende desde el Derecho Internacional, no solo como un mandato, sino como una obligación anclada a una norma de ius cogens que promueve y sustenta el desarrollo de relaciones internacionales pacíficas. Esto podría ser objeto de estudio para una futura modificación del texto constitucional, sobre todo si se tiene en cuenta el sustento humanista de la Buena Fe en la actuación de los estados como actores internacionales, totalmente compatibles con los propósitos del texto constitucional cubano. 


    Resulta de interés, comentar algunos elementos de los incisos d), e) y j) del artículo analizado. En el caso del inciso d), la consignación expresa de la voluntad de integración, en particular con los países latinoamericanos, además de ser contentiva de una noción filosófica y humanista superior a anteriores textos constitucionales cubanos, también contiene implicaciones para una posible y futura participación en tratados de integración regional. 


    Por su parte, los incisos e) y j) cristalizan los que se han denominado principios rectores de la política exterior cubana desde el triunfo de la Revolución en 1959, actualizándolos a los términos contemporáneos de las relaciones internacionales; de acuerdo con Allende Karam:


    Con el triunfo de la Revolución, Cuba devino en un Estado verdaderamente soberano que, en consecuencia, puede desarrollar una política exterior independiente en defensa del interés nacional cubano en su sentido más amplio, así como guiada por tres principios fundamentales: el antiimperialismo; el internacionalismo, la solidaridad y la cooperación.244 


     Mención independiente merecen los elementos que son de nueva incorporación con respecto al texto constitucional anterior. La constitucionalización de los principios de la política exterior, también posee un efecto irradiante hacia otras instituciones jurídicas que no son estrico sensu principios de la política exterior, pero sí constituyen, en algunos casos, parte o elementos fundamentales de esta –entre ellos los que se consideran objetivos esenciales de la política exterior– y que, por su trascendencia, ameritan ser elevados al rango constitucional para ajustar la narrativa de la Carta Magna al contexto internacional:


    De estos principios han emanado los objetivos esenciales de la política exterior cubana, que lógicamente se han realizado, mantenido o ajustado en dependencia de la coyuntura internacional dada, porque ninguna política exterior puede ser ejecutada sin tener en cuenta la evolución del sistema de relaciones internacionales, del contexto mundial y, dentro de este, la situación particular derivada del desarrollo, objetivos y prioridades internas de cada país.245


    Este es el caso de los incisos f), i), k) y l) relacionados con el cuidado y la protección del medio ambiente, el desarme nuclear, la lucha contra el terrorismo y la soberanía sobre el espacio radioeléctrico, que si bien, como ya se ha dicho, no constituyen principios técnicamente, no cabe duda que se encuentran en ellos objetivos y prioridades fundamentales de la política exterior cubana. 


    La inclusión de estos elementos no resulta baladí desde varias aristas. La primera relacionada con la historia patria y la búsqueda del pueblo cubano, desde el Derecho Constitucional, de obtener salvaguardas ante esa realidad: las amenazas constantes que en estos ámbitos ha sufrido Cuba durante más de 60 años, víctima de actos terroristas, con violaciones constantes a su espacio radioeléctrico, sujeto de guerras biológicas, entre otras muchas, difíciles de enumerar. Como segunda y no menos importante, constituye la expresión constitucional de la voluntad del Estado cubano de cumplir con sus obligaciones internacionales, basta mencionar que todos estos temas son objeto de numerosos tratados internacionales246 de los que Cuba es parte, con su consecuente componente obligacional.


    El capítulo II está compuesto, además, por el artículo 17 que se refiere al asilo, una institución ampliamente utilizada en lo fundamental, aunque no únicamente, en América Latina y con un amplísimo desarrollo teórico, doctrinal y también jurisprudencial. 


    El denominado “derecho de asilo”, en general, se ha entendido tradicionalmente como una facultad jurídica soberana de conceder protección a individuos perseguidos, condicionándose su ejercicio a una casi absoluta discrecionalidad por parte de los Estados. 


    Con todo lo señalado, no existe hasta hoy, conforme a Derecho Internacional positivo, una obligación jurídica a cargo de los Estados, de otorgar el asilo “[...] es probable que el derecho de asilo no refleje más que la competencia del Estado para permitir al extranjero perseguido la entrada y permanencia bajo su protección en el territorio y, en consecuencia, concederle el asilo”.247


    Lo que sí está plenamente consagrado en Derecho Internacional, es la facultad jurídica para todo Estado soberano de garantizar el asilo en su territorio a toda persona que fundadamente así lo solicite, siempre y cuando el Estado en cuestión no esté bajo ninguna obligación contractual de realizar lo contrario, como puede ser el caso de las convenciones de extradición en que el Estado sea parte.


    Según Gómez-Robledo, conforme a Derecho Internacional, el otorgamiento de asilo no constituye per se un acto inamistoso, y ello se debe aplicar necesariamente de igual forma a la aceptación por el Estado de asilo de las posibles declaraciones del sujeto en busca de refugio, relativas al hecho de que ha sufrido o teme llegar a sufrir persecuciones en su país de origen. De ninguna manera, la actitud del Estado de asilo puede llegar a interpretarse como interferencia o posible intervención en los asuntos domésticos del otro Estado donde se presume la persecución.248


    Existen, de acuerdo con la doctrina,249 el asilo territorial y el asilo extraterritorial o diplomático. El primero, relacionado con la protección que el Estado presta en su territorio a determinadas personas que llegan a él, perseguidas por motivos políticos y cuya vida o libertad se encuentran en peligro en el Estado de procedencia. Normalmente son nacionales de este último o eventualmente pueden ser nacionales de un tercer Estado; y el segundo, referido a la protección que se concede en las sedes diplomáticas de un estado a determinadas personas, en otro Estado. Algunos autores han expresado que el denominado asilo diplomático, es una institución exclusivamente latinoamericana. Si bien les asiste parte de razón, no es menos cierto que en las últimas décadas el asilo diplomático ha sido otorgado en múltiples países de diferentes partes del mundo. 


    Si bien ambas instituciones han sido utilizadas en la práctica internacional con el denominador común de dimanar de una facultad soberana del Estado, hay quienes lo han evaluado como un derecho subjetivo. Es el caso de Riezu y Linares, para quienes el derecho de asilo es un derecho subjetivo, personalísimo e imprescriptible.250


    En el caso de Cuba, si se establece un análisis comparativo con el texto constitucional de 1976, se puede apreciar que la norma constitucional remite a una futura ley de desarrollo de este precepto, lo que constituye un paso de avance en relación con su predecesora.


    Como se ha acotado, la concesión de asilo es una facultad soberana del Estado y en consecuencia el legislador, en el texto constitucional de 2019, continuó pautándolo como una protección que se puede otorgar por motivos fundamentalmente políticos y taxativamente enumerados en el mencionado artículo 17. 


    En una labor legislativa futura, de la ley de asilo, corresponderá realizar una sistematización de elementos teóricos que coadyuven en el proceso de consolidación de la institucionalidad cubana en este particular, incluida su intrínseca relación con otras disposiciones jurídicas como las de ciudadanía, migración y extranjería, y valorar la posibilidad de inclusión de nuevas figuras que son hoy objeto de convenciones internacionales251 y a las cuales el texto constitucional no hace referencia. No constituye la existencia de un obstáculo en el texto constitucional para la ratificación futura de convenciones internacionales, sobre todo tomando en consideración lo preceptuado en el artículo 8 del texto constitucional y la redacción del artículo 17 que contiene una apertura al consignar expresamente:  “cualquier otra forma de dominación.” 


    En definitiva, la institución del asilo ha sido consagrada por tradición en la historia y el constitucionalismo cubano. Más allá de las críticas de las que pueda ser objeto el artículo 17 en su sistemática, también se pondera la voluntad del Estado de mantenerlo en el rango constitucional y adaptarlo al contexto actual a partir de su desarrollo en una ley posterior. 


    La constitucionalización de diferentes instituciones del Derecho Internacional, procedimientos y principios del DIP ha evolucionado y marcado pasos de avance en la efectividad del ordenamiento internacional y su adaptación a una sociedad mundial compleja y cambiante. Se asiste a un proceso gradual y cada vez más frecuente de elevación a rango constitucional de determinados contenidos del DIP que marcan la pauta de la actuación internacional del Estado, en particular el modo de expresión de la voluntad soberana en asuntos de relevancia para la comunidad internacional donde se desempeña como sujeto. 


    En este sentido, la Constitución cubana de 2019, en particular con la integración de diferentes instituciones del DIP, realizada en el artículo 16, ha traído modificaciones importantes con respecto a textos constitucionales precedentes. Tanto la inclusión expresa de principios del Derecho Internacional, de obligaciones derivadas de normas de ius cogens, como de instituciones derivadas de tratados internacionales de los que el Estado cubano es parte, constituyen sin duda una muestra de la importancia que le otorgó el legislador a la proyección internacional del Estado cubano y la forma de expresión de su voluntad soberana, en asuntos de trascendencia para la comunidad internacional.


    Más allá de los asuntos que pudieran ser objeto de perfeccionamiento en el futuro, se refrendan en el magno texto las bases de política exterior, otorgándole una fuerza estructurante desde el Derecho Constitucional a la acción exterior del Estado y dejando a normas complementarias asuntos de altísima complejidad teórica, doctrinal y práctica que, si bien se pudieron desarrollar más en el texto constitucional, se deben entender y analizar de manera holística y transversal en el contenido desplegado en el propio texto y con el ordenamiento jurídico en general.
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    Título II. Fundamentos económicos


    La Constitución económica 


    Carlos Manuel Villabella Armengol


    Las constituciones que emergieron de las revoluciones burguesas y evolucionaron durante el siglo xix y las primeras décadas del xx, tuvieron como mira la organización y la racionalización del poder político público y el refrendo de los derechos individuales civiles y políticos. Se contornaron como el estatuto que establecía “de manera total, exhaustiva y sistemática al Estado”.252 


    Esa noción de Constitución mínima, fue correlato del liberalismo, sostenedor de la existencia de un Estado abstencionista, gendarme guiado por la máxima laissez faire, laissez passer (dejar hacer, dejar pasar); lo que implica que no interviene en la economía porque esta actúa autónomamente, sobre la base de la garantía de la propiedad privada, la libertad económica, el libre comercio, y la libertad de competencia. 


    La caída de la bolsa de valores de Wall Street, el 29 de octubre de 1929 (Jueves Negro), a la que siguió el desplome de todos los indicadores económico y el pánico en el mercado  (Martes Negro), fue el detonante de la Gran Depresión que se extendió por toda Europa. Este evento marcó la quiebra del liberalismo. La teoría económica de Adam Smith relacionada con la mano invisible que autorregula el mercado y la interacción entre oferta y demanda como clave del equilibrio, es remplazada por la de John Maynard Keynes, lo cual sostiene que el Estado debe intervenir en la economía y controlar su rumbo, generar empleo y fomentar el gasto público, con el fin de evitar el estancamiento de la economía y la inflación. Así, se delineó un modelo de Estado envés del que se había instaurado un siglo antes. El Estado gendarme se transformó en el Estado de bienestar o social. Este adviene como necesidad de autopreservación del capitalismo, “emerge como necesidad histórica con el finde contrarrestar las disfuncionalidades del capitalismo generador de un nuevo feudalismo económico […] del que es encubridor el Estado formal de Derecho […] y disminuir la intensidad de la lucha de clases”.253


    La coordenada central es la intervención del Estado en la economía y la sociedad para redistribuir la riqueza, corregir la menesterosidad generada por el sistema y procurar la satisfacción de las necesidades básicas. Algunas de las variables son: ordenación de la economía a través del manejo de índices macroeconómicos, la regulación de la política fiscal y monetaria, el establecimiento de fines sociales, el fomento de empleo, la administración directa de medios de producción y recursos estratégicos; desarrollo de políticas públicas y asistenciales dirigidas a los grupos vulnerables; promoción del bienestar general mediante el acceso a los bienes y servicios; complementación del principio de igualdad formal con el de igualdad material, lo que entraña el reconocimiento de derechos econó­micos y sociales. 


    El fundamento del Estado social reside en el pacto que suscriben las organizaciones políticas de clase, como expresión de los intereses contradictorios históricos en virtud del cual se acuerdan ciertos contenidos básicos que afectarán radicalmente a la forma de Estado, a la estructura económica y a las condiciones de vida de los ciudadanos […] la originalidad de la propuesta radicaba en la pretensión de redefinir las relaciones entre economía y política, entre poder y mercado, y como consecuencia de ellas, introducir mecanismos correctores a nivel jurídico-constitucional acordes con las nuevas orientaciones.254


    En la década de los treinta, el ordoliberalismo (ordenamiento del liberalismo), corriente de pensamiento económico vinculada con la Universidad de Friburgo en Alemania, fertilizó el keynesianismo. Reitero la necesidad de la acción reguladora del Estado para corregir las disfuncionalidades del liberalismo y preservar un mercado sano y competitivo. Sostuvo la necesidad de que existiese un marco legal ordenador de la economía, que era responsabilidad del Estado mantener la estabilidad monetaria por medio del banco central; cuidar los indicadores macroeconómicos; controlar la política fiscal; promover el uso eficiente de los recursos naturales; fomentar el empleo y la capacitación de los trabajadores, para que se integraran como consumidores de bienes y servicios, y no constituyeran un riesgo para la estabilidad del sistema. 


    Las constituciones de la segunda postguerra, iniciando por la italiana de 1947 y la alemana de 1949, dieron cuerpo constitucional a las concepciones reseñadas. Así se corporizó el llamado constitucionalismo social. Los textos correspondientes a esa generación constitucional se caracterizaron por la inclusión de cláusulas que regulan la estructura del sistema económico, sus bienes, fuerzas y procesos; el refrendo de derechos económicos y sociales; la incorporación de preceptos ordenadores de ciertas dimensiones sociales, como la familia; la recepción de principios y normas programáticas que le proporcionan al poder público fines teleológicos; la regulación de mandatos al Estado para que despliegue políticas públicas; el refrendo de determinados controles al poder político y de mecanismos directos de democracia.


    Se debe señalar, empero, que las primeras expresiones de este constitucionalismo fueron las cartas magnas de México de 1917 y de la República de Weimar de 1919. La primera incluyó una lista de derechos económicos: trabajo, jornada máxima de ocho horas, descanso, protección a la maternidad, salario mínimo e igual, amparo en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional, derecho a la huelga y la indemnización en caso de despido. La segunda, además de refrendar derechos económicos y sociales, incluyó una sección que intituló “vida económica”, en la cual proclamó que la organización de la vida económica debe responder a principios de justicia, con la aspiración de asegurar una existencia digna a todos los hombres. También, que los obreros y empleados serán llamados a colaborar, al lado de los patronos y con igualdad de derechos, en la reglamentación de las condiciones de la retribución y el trabajo, así como en todo el desenvolvimiento económico de las fuerzas productivas. 


    En las siguientes décadas, algunos textos en Latinoamérica, influenciados por la Constitución de la Segunda República Española de 1931, regularon aristas del constitucionalismo social (Brasil, 1937; Bolivia,1938; Cuba, 1940; Paraguay, 1940; Uruguay, 1943, Guatemala,1945; Costa Rica,1949; Argentina, 1949): 


    El régimen económico debe responder esencialmente a principios de justicia social, que tiendan a asegurar para todos los habitantes de una existencia digna del ser humano (artículo 106, Constitución de Bolivia, 1938).


    El trabajo es un derecho inalienable del individuo. El Estado empleará los recursos que están a su alcance para proporcionar ocupación a todo el que carezca de ella y asegurará a todo trabajador, manual o intelectual, las condiciones económicas necesarias a una existencia digna (artículo 60, Constitución cubana, 1940).


    Es indispensable dotar al Estado de facultades que le habiliten ampliamente a cumplir las funciones de realizar el progreso y de intervenir para alcanzar una mayor justicia social, para orientar la economía, para racionalizar la producción y sistematizar coherentemente el trabajo nacional (Preámbulo, Constitución de Paraguay, 1940).


    El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza (artículos 10 y 50, Constitución de Costa Rica, 1949).


    La doctrina identificó como Constitución económica a la fracción de la Ley


    

    

    

    

    El sistema económico en clave constitucional (artículos 18-21, 25-28, 30-31)


    

    

    

    

    Propiedad socialista de todo el pueblo


    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    La empresa estatal socialista 


    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    Estado regulador. La planificación como elemento cardinal y su vínculo con el mercado 


    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    Responsabilidad social empresarial
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    Ciencia, tecnología e innovación


    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    

    Principales prescripciones en la esfera laboral


    

    

    

    

    

    

    

    Concentración de la propiedad


    

    

    

    

    

    

    El régimen de propiedad (artículos 22–24, 29) 
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